
 

                                                          
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Pachuca de Soto Hidalgo a diecisiete de noviembre de dos mil 

diecisiete. 

VISTOS, para resolver los autos del Recurso de Apelación, 

radicado bajo el número de expediente RAP-MOR-003/2017 

promovido por OMAR MARTÍNEZ ESCAMILLA, en su carácter 

de Representante Suplente del Partido Político MORENA, en 

contra de la Convocatoria aprobada mediante el Acuerdo 

identificado como CG/034/2017, emitido por el Consejo General 

del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo, relativa al procedimiento 

de nombramiento de Consejeras y Consejeros Distritales para el 

Proceso Electoral Local 2017-2018. 
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Convocatoria: 

 

 

Autoridad 

Responsable: 

 

Consejos Distritales: 

 

 

Código Electoral: 

 

Constitución 

Política: 

 

Recurso: 

 

Ley de 

Responsabilidades: 

 

 

Tribunal Electoral: 

 

Instituto Estatal 

Electoral 

Convocatoria relativa al procedimiento 

de nombramiento de Consejeras y 

Consejeros Distritales para el Proceso 

Electoral Local 2017-2018 

 

Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral de Hidalgo. 

 

Consejos Distritales Electorales para 

el Proceso Electoral 2017-2018. 

 

 

Código Electoral del Estado de 

Hidalgo 

 

Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 

 

Recurso de Apelación 

 

Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos para el Estado de 

Hidalgo 

 

Tribunal Electoral del Estado de 

Hidalgo 

 

Instituto Estatal Electoral de Hidalgo 

 

 

ANTECEDENTES 

De acuerdo con las constancias de autos, resulta importante citar: 

I. DEL ACTO IMPUGNADO. 
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1. Reglamento de Elecciones. Mediante acuerdo 

INE/CG661/2016 de fecha siete de septiembre de dos mil 

dieciséis, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral en 

Sesión Extraordinaria aprobó el Reglamento de Elecciones. 

2. Acto impugnado.- Dado que el primero de julio de dos mil 

dieciocho, se celebrará la Jornada Electoral para elegir a las 

Diputadas y Diputados que integrarán la LXIV Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, el treinta de 

octubre de dos mil diecisiete, el Consejo General del Instituto 

Estatal Electoral del Hidalgo, emitió el acuerdo CG/034/2017, por 

el que aprobó la Convocatoria relativa al procedimiento de 

nombramiento de Consejeras y Consejeros Distritales para el 

Proceso Electoral Local 2017-2018. 

3. Publicación de la Convocatoria.- En cumplimiento a la base 

décima octava de la convocatoria respectiva y con la finalidad de 

velar por el principio de máxima publicidad, se ordenó la 

publicación de la misma a efecto de difundirla en diversos medios 

de comunicación, instituciones y espacios públicos en el Estado. 

II.- TRÁMITE Y SUBSTANCIACIÓN DEL MEDIO DE 

IMPUGNACIÓN.- Con fecha seis de noviembre del año en curso, 

el promovente, en su carácter de Representante Suplente de 

MORENA, promovió Recurso de Apelación, presentando su 

demanda ante la Oficialía de Partes del Instituto Estatal. 

 

1.- Recepción del Medio de Impugnación. El nueve de 

noviembre de dos mil diecisiete, siendo las dieciséis horas con 

cincuenta y un minutos, es presentado ante la Oficialía de partes 

de este Tribunal Electoral, el oficio número IEEE/SE/569/2017, 

signado por el Licenciado Jerónimo Castillo Rodríguez, Secretario 

Ejecutivo del Instituto Estatal; mediante el cual remitió la 
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demanda, Informe Circunstanciado, Cédula de Notificación a 

Terceros, así como copia certificada del Acto Impugnado.  

2.- Turno a Ponencia.- Mediante acuerdo de fecha diez de 

noviembre de la presente anualidad, la Secretaría General de 

este Tribunal ordenó registrar el medio impugnativo identificado 

con el número: RAP-MOR-003/2017, el cual fue turnado a 

la  Magistrada Mónica Patricia Mixtega Trejo. 

3.- Radicación.- En idéntica data, se ordenó radicar en esta 

ponencia el Expediente RAP-MOR-003/2017, teniendo por 

señalado domicilio y profesionista autorizado para oír y recibir 

notificaciones, así como por recibido el Informe Circunstanciado y 

demás anexos rendidos por la Autoridad señalada como 

Responsable.  

4.- Admisión.- A través de proveído de fecha dieciséis del mes y 

año en curso, se acordó abrir instrucción y admitir a trámite el 

presente medio de impugnación, así como tener por ofrecidas y 

desahogadas las pruebas ofrecidas por el promovente. 

5.- Cierre de instrucción.- Mediante acuerdo de fecha diecisiete 

de noviembre de la presente anualidad, al no haber diligencias 

pendientes de realizar, la magistrada instructora declaró cerrada 

la instrucción, ordenando formular el proyecto de resolución, la 

cual se dicta con base en los siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S 

PRIMERO.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA: Este Tribunal 

Electoral ejerce Jurisdicción y el pleno resulta competente para 

conocer y resolver el presente medio de impugnación de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos: 1°, 41 párrafo 

segundo base VI, 116 fracción IV, inciso l) de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 24 fracción IV y 99 
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inciso C) fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Hidalgo; 343, 344, 345, 346 fracción II, 347, 349, 

351, 352, 355, 356 fracción I inciso a), 364,  400 al 415 del 

Código Electoral del Estado de Hidalgo, y 1, 2, 12 fracción II, 16 

fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral de Estado de 

Hidalgo y 1 ,2 , 9, 12, 17 fracción I, del Reglamento Interior del 

Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo; por tratarse de un 

Recurso de Apelación promovido por un Partido Político a través 

de su representante legítimo, en contra de la Convocatoria 

impugnada aprobada mediante Acuerdo CG/034/2017, por la 

Autoridad Responsable, la cual, presuntamente es violatoria de 

los principios de certeza, legalidad, imparcialidad y objetividad. 

En esa tesitura, nos encontramos ante un supuesto 

eminentemente circunscrito a la materia electoral, respecto del 

cual este Tribunal Electoral es el órgano competente para 

conocer a través del Recurso interpuesto. 

SEGUNDO.- PROCEDENCIA: El Recurso que se resuelve reúne 

los requisitos formales establecidos en el numeral 352 del Código 

Electoral, como enseguida se analiza: 

a) Forma. El presente medio de impugnación fue presentado por 

escrito y en triplicado; consta el nombre del actor; se identifica 

plenamente el acto reclamado y la autoridad considerada como 

responsable; se señalan los hechos en que se basa su 

impugnación, los conceptos de agravio y los preceptos 

presuntamente violados; asimismo se aprecia la firma autógrafa 

del justiciable que promueve en representación del Partido 

Político el Recurso que se resuelve. 

b) Oportunidad. Además se advierte que la demanda cumple 

con la temporalidad a que se refiere el artículo 351 del Código 

Electoral, el cual dispone que los medios de impugnación deben 

de presentarse dentro de los cuatro días contados a partir del día 
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siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o 

resolución impugnado. 

Es importante precisar para el caso en particular, fue del 

conocimiento público que mediante circular No. 017/2017 de 

fecha 31 de octubre de 2017, el Instituto Estatal Electoral, 

suspendió labores los días 02 y 03 de noviembre de 2017 en 

virtud del acuerdo tomado en la Junta Estatal Ejecutiva celebrada 

en la misma fecha, por lo que en tal virtud el plazo legal para 

impugnar la convocatoria impugnada que fuera aprobada 

mediante acuerdo CG/034/2017, transcurrió del treinta y uno de 

octubre al siete de noviembre de la presente anualidad, en virtud 

de lo previsto en el artículo 350 de la legislación electoral local 

donde se establece que fuera de los procesos electorales, el 

cómputo de los plazos se hará contando solamente los días 

hábiles (debiéndose entender por éstos todos los días a 

excepción de los sábados, domingos, y días inhábiles en términos 

de ley), razón por la cual la interposición del medio resulta 

oportuno al haberse interpuesto dentro del  plazo fijado, esto es el 

seis del mes de noviembre del año en curso. 

c) Legitimación y personería. Se estima que el partido actor 

posee la legitimación requerida por el artículo 402 fracción I, del 

Código Electoral, y OMAR MARTÍNEZ ESCAMILLA cuenta con la 

personería para promover el recurso de apelación que nos ocupa, 

en su calidad de representante suplente de MORENA ante el 

Consejo General, como lo acredita mediante la copia certificada 

de su nombramiento. 

d) Interés Jurídico. Del mismo modo, se satisface el supuesto 

del artículo 400 fracción III, de la ley local de la materia, en virtud 

de que el partido político apelante tiene interés jurídico para 

reclamar el acto impugnado, consistente en la Convocatoria 

aprobada mediante acuerdo CG/034/2017, de fecha treinta de 

octubre  de dos mil diecisiete, emitido por el Consejo General. 
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Lo anterior es así, porque es criterio de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que los 

partidos políticos pueden deducir acciones en defensa del interés 

público, denominadas "acciones tuitivas de intereses difusos", 

para impugnar actos o resoluciones del Instituto Estatal, que por 

su naturaleza y consecuencias pudieran trascender en el 

desarrollo del proceso electoral o afectar los principios rectores 

de la función electoral. 

e) Definitividad. Se tiene por cumplimentado tal requisito, siendo 

esta vía, la idónea, para ejercitar la acción interpuesta por el 

justiciable.  

Considerando satisfechos los presupuestos procesales anteriores 

y al no actualizarse ninguna causal de improcedencia respecto 

del medio de impugnación materia de estudio en esta resolución, 

este Órgano Jurisdiccional procede a examinar el fondo del 

asunto planteado. 

TERCERO.- ESTUDIO DE FONDO. 

1.- Fijación de la litis, pretensión y causa de pedir.- La 

cuestión planteada en el presente asunto, consiste en 

dilucidar si de conformidad con las disposiciones legales 

aplicables, de las constancias que obran en autos, y de las 

pretensiones solicitadas por el actor, resulta procedente 

ordenar a la Autoridad señalada como Responsable la 

modificación de la Convocatoria impugnada, aprobada 

mediante Acuerdo CG/034/2017, a efecto de  incluir las 

propuestas planteadas por los representantes de MORENA 

durante las reuniones de trabajo previas al proyecto del 

Acuerdo multicitado. 

La causa de pedir reside en la eventual vulneración a los 

principios de certeza, imparcialidad, legalidad y objetividad al 



 
RAP-MOR-003/2017 

8 
 

aprobar la Convocatoria aprobada mediante el acuerdo que 

hoy se impugna. 

Sustenta lo anterior el contenido de la Jurisprudencia 4/99, 

de la Tercera Época, publicada en la Revista Justicia 

Electoral, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Suplemento 3, Año 2000, página 17.  

 

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. 
EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL OCURSO 
QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 
VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR.- Tratándose de 
medios de impugnación en materia electoral, el juzgador 
debe leer detenida y cuidadosamente el ocurso que 
contenga el que se haga valer, para que, de su correcta 
comprensión, advierta y atienda preferentemente a lo que 
se quiso decir y no a lo que aparentemente se dijo, con el 
objeto de determinar con exactitud la intención del 
promovente, ya que sólo de esta forma se puede lograr una 
recta administración de justicia en materia electoral, al no 
aceptarse la relación oscura, deficiente o equívoca, como la 
expresión exacta del pensamiento del autor del medio de 
impugnación relativo, es decir, que el ocurso en que se 
haga valer el mismo, debe ser analizado en conjunto para 
que, el juzgador pueda, válidamente, interpretar el sentido 
de lo que se pretende.  

 

2.- Síntesis de los agravios y estudio de fondo. En 

acatamiento al principio de exhaustividad que debe observar 

este Órgano Jurisdiccional al analizar todos y cada uno de 

los planteamientos formulados por el actor en apoyo de sus 

pretensiones, debe precisarse que los argumentos que serán 

objeto de análisis en la presente resolución fueron obtenidos 

de la lectura cuidadosa de su escrito impugnativo. 

Así, se advierte que el actor reclama presuntas omisiones de 

parte de la Autoridad señalada como Responsable al no 

haber tomado en consideración las propuestas señaladas 

por los representantes de MORENA dentro de la 

Convocatoria aprobada mediante el Acuerdo CG/034/2017, 

relativa al procedimiento de Consejeras y Consejeros 
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Distritales para el Proceso Electoral Local 2017-2018, y que 

se hicieron consistir en: 

1.- La omisión de integrar el requisito administrativo de que 
las personas que ingresaran su solicitud, no fueran 
familiares de las Consejeras y Consejeros ni de los 
representantes de Partido acreditados ante el Consejo 
General, a pesar de que si hubo inclusiones anexadas al 
proyecto original, basadas en lo dispuesto por el 
Reglamento de Elecciones, garantizando que la ciudadanía 
hidalguense tenga confianza y certeza, de que, aquéllos 
que resulten ser los encargados de la vigilancia, desarrollo 
y declaración de validez de las elecciones distritales, sean 
personajes que no estén relacionados a servidores del 
sector público, político y otros intereses que sin duda ya no 
generan certeza, porque sus acciones puedan traer como 
consecuencia confusión y falta de veracidad y certidumbre 
de todo proceso, toda vez que en el caso de la contratación 
de un familiar, dicha relación ofusca la profesionalidad que 
debiera observarse y el principio de imparcialidad de velar 
por el interés de la sociedad y por los valores democráticos. 

2.- La omisión de integrar el criterio orientador de la paridad 
de género, que obligatoriamente debió observar el máximo 
órgano del Organismo Público Autónomo en Hidalgo, por lo 
que sus Consejeros (a excepción de la Presidenta de la 
Comisión de Equidad de Género y Participación 
Ciudadana), no quieren o le tienen miedo a garantizar la 
paridad de género en la integración de los próximos 
consejos distritales . . .  

En ese sentido, en concepto del partido actor, la 

convocatoria multicitada viola los principios rectores de 

certeza, imparcialidad, legalidad y objetividad. 

Por una parte, porque impedir que familiares de los y las 

integrantes del Consejo General puedan concursar en el 

procedimiento para designar consejeras y consejeros 

distritales, constituye una vulneración a los principios de 

certeza, imparcialidad y objetividad. 

Por otro lado, derivado de que la autoridad responsable no 

consideró a la paridad de género como criterio para la 

conformación de los órganos desconcentrados en comento, 

conforme al Reglamento de Elecciones del INE, transgrede 

el principio de legalidad. 
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Por lo anterior, primeramente, se analizará el motivo de 

disenso relativo a la prohibición dirigida a familiares de las y 

los integrantes del Consejo General. Posteriormente, el 

agravio concerniente a que no se estableció a la paridad de 

género como criterio de designación de consejeras y 

consejeros distritales. 

1. Las y los aspirantes a integrar los órganos 

desconcentrados del Instituto Electoral no sean 

familiares de quienes integran el Consejo General. 

El agravio es INFUNDADO. 

Los artículos 5º y 123 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y sus Leyes reglamentarias 

buscan proteger el derecho al trabajo y el derecho a un 

ingreso decoroso. Este último constituye un derecho humano 

de carácter laboral identificado como aquel que da acceso a 

un mínimo vital, a través de los cuales la persona trabaja y 

recibe una remuneración que le permite gozar de una vida 

digna.  

Así, el artículo 5° de nuestra Constitución Política dispone: 

“… a ninguna persona podrá impedirse que se dedique a 
la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, 
siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad solo podrá 
vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los 
derechos de tercero o por resolución gubernativa, dictada 
en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los 
derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del 
producto de su trabajo, sino por resolución judicial…” 

En relación con el artículo 123 del mismo ordenamiento 
legal, prevé: 

“Toda persona tiene derecho al trabajo digno y 
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de 
empleos y la organización social del trabajo conforme a 
la Ley…” 
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En ese sentido, el derecho al trabajo es considerado como 

un derecho fundamental y esencial para la realización de 

otros derechos humanos, al constituir una parte inseparable 

e inherente de la dignidad humana y el factor determinante 

para alcanzar el desarrollo como seres humanos, por medio 

del cual se busca asegurar las necesidades básicas e incluso 

se puede llegar a lograr una vida plena, mediante una 

retribución por la actividad humana. 

Por lo tanto, el atentar contra la libertad de poder ejercer 

cualquier profesión lícita mediante la injerencia de alguna 

autoridad pública; sin duda constituye una premisa de vital 

importancia que no puede dejarse a su arbitrio. 

Asimismo, dentro del plano internacional, existen numerosos 

instrumentos que tutelan el derecho al trabajo que tienen 

como objetivo fundamental el desarrollo de las personas en 

su calidad de seres humanos, estableciendo las normas 

sociales mínimas básicas acordadas por todos aquellos que 

participan en la economía global. 

El artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos menciona que toda persona tiene derecho al 

trabajo, a la libre elección del mismo, a condiciones 

equitativas y satisfactorias de trabajo, y a la protección contra 

el desempleo. 

La Observación General No. 18 del Derecho del Trabajo y el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

Culturales que previenen que el trabajo digno debe de 

respetar los derechos fundamentales de la persona humana, 

así como los derechos de los trabajadores en lo relativo a 

condiciones de seguridad laboral y remuneración, y el 

derecho de tener la oportunidad de ganarse la vida mediante 
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un trabajo libremente escogido o aceptado, tomándose las 

medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

Por su parte, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales reafirma la necesidad de que los Estados Parte 

procedan a abolir, condenar y luchar contra todas las formas 

de trabajo forzado, como preceptúan la Declaración 

Universal de Derechos Humanos en su artículo 4 y el artículo 

5 de la Convención sobre la Esclavitud, así como el artículo 8 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Así, de una interpretación sistemática de los artículos e 

instrumentos internacionales jurídicos citados, se puede 

advertir que el ejercicio de la libertad a elegir un trabajo solo 

puede tener restricciones relacionadas con la licitud o las 

determinaciones judiciales cuando se ataquen los derechos 

de un tercero. 

Por tanto, ese derecho humano no debe ser afectado por 

algún acto de autoridad sin las razones proporcionales y 

necesarias que lo justifiquen; en tanto, el propio sistema 

normativo aplicable establece los mecanismos de defensa 

para que los posibles afectados o impedidos en su actividad 

pública acudan a instancias jurisdiccionales y, en su caso, 

sean resarcidos en el daño causado. 

En el caso concreto, la decisión del Consejo General 

responsable de no establecer como requisito la declaración 

bajo protesta de decir verdad que los aspirantes a integrar 

los Consejos Distritales no deban ser familiares 

consanguíneos o por afinidad de una Consejera o Consejero 

Electoral, no implica necesariamente, por sí misma, una 

vulneración a los principios de certeza, imparcialidad y 

objetividad. 
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Por el contrario, coartar el derecho de las mujeres y hombres 

hidalguenses a ocupar un cargo como Consejera o 

Consejero Electoral, sí podría constituir una restricción al 

derecho del trabajo tutelado por las diversas disposiciones 

normativas anteriormente citadas. 

 

El Estado tiene la obligación de garantizar este derecho, al 

abstenerse de negar o limitar el acceso igualitario al trabajo 

digno a todas las personas, así como proteger este derecho, 

lo que incluye su deber de aprobar la legislación o adoptar 

otras medidas que garanticen el acceso al trabajo. 

 

En tal contexto, el derecho al trabajo no puede ser 

restringido arbitrariamente, más que por las limitaciones que 

la ley establece y, por lo que hace al caso que nos ocupa, al 

tratarse del derecho a aspirar a un cargo para integrar los 

órganos desconcentrados del Instituto Estatal Electoral, la 

participación ciudadana se convierte en una actividad 

primordial para la función electoral en la organización y 

desarrollo del Proceso Electoral que se avecina, resultando 

trascendental su reconocimiento y protección por parte de 

las autoridades. 

 

Lo anterior se robustece con lo estipulado por la Constitución 

Federal, en su artículo 35, fracción VI: “Poder ser nombrado 

para cualquier empleo o comisión del servicio público, 

teniendo las calidades que establezca la ley”. Asimismo, el 

artículo 79, párrafo 2, de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral, reconoce 

como derecho político-electoral, integrar las autoridades 

electorales de las entidades federativas. 

 

En consecuencia, carece de razón el partido actor cuando 

afirma que el Reglamento de Elecciones sustenta la 

prohibición de que familiares de las y los integrantes del 
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Consejo General del Instituto Electoral sean designados 

consejeras y consejeros distritales. De ahí que no tenga 

asidero jurídico la restricción para ocupar dicho cargo. 

Ahora bien, de actualizarse la hipótesis a través de la cual 

algún aspirante a integrar los Consejos Distritales fuera 

familiar consanguíneo o por afinidad de alguno de las 

Consejeras o Consejeros Electorales o de los representantes 

de los Partidos Políticos acreditados ante el Consejo General 

del Instituto Estatal,  el artículo 47 de la Ley Local de 

Responsabilidades, establece un capítulo específico de 

obligaciones a las que están sujetos los servidores públicos, 

considerando como tales a los que integran los organismos 

autónomos, de acuerdo al numeral 2 del mismo 

ordenamiento jurídico, donde precisamente se encuentra la 

obligación de excusarse de intervenir en la atención, 

tramitación o resolución de asuntos en los que tenga algún 

interés personal, familiar o de negocios, tal y como se 

transcribe a continuación: 

Artículo 47.- Para salvaguardar la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad, perspectiva de género y eficacia 
que deben ser observadas en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento diere 
lugar al procedimiento y a las sanciones que 
correspondan según la naturaleza de la infracción en que 
se incurra, todo servidor público independientemente de 
las obligaciones específicas, tendrá las siguientes: 

XV.- Excusarse de intervenir en cualquier forma en la 
atención, tramitación o resolución de asuntos en los que 
tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo 
aquellos de los que pueda resultar algún beneficio para él, 
su cónyuge, concubina o concubinario, parientes 
consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o 
civiles, o para terceros con los que tenga relaciones 
profesionales, laborales o de negocios, para socios o 
sociedades de las que el servidor público o las personas 
antes referidas formen o hayan formado parte; 

Con base en lo transcrito, de darse el supuesto, las 

Consejeras o Consejeros Electorales del Instituto Estatal 
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estarían impedidos para intervenir en la designación de los 

ciudadanos que aspiraran integrar los Consejos Distritales 

por motivos de familia. 

Es por ello que, a juicio de este Tribunal Electoral, la 

autoridad responsable no incurrió en omisión alguna y, por 

ende, no vulneró, ni su actuar, podría derivar en una 

trasgresión al principio rector de imparcialidad. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que el 

principio de imparcialidad consagrado en el artículo 116 fracción 

IV de la Constitución Política, consiste en que en el ejercicio de 

sus funciones las autoridades electorales eviten irregularidades, 

desviaciones o la proclividad partidista. Por su parte, los 

conceptos de autonomía en el funcionamiento e independencia 

en las decisiones de las autoridades electorales implican una 

garantía constitucional a favor de los ciudadanos y de los propios 

partidos políticos, y se refiere a aquella situación institucional que 

permite a las autoridades electorales emitir sus decisiones con 

plena imparcialidad y en estricto apego a la normatividad 

aplicable al caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, 

instrucciones, sugerencias o insinuaciones provenientes de 

superiores jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de 

personas con las que guardan alguna relación de afinidad política, 

social o cultural. 

Cuyo criterio, asumido por la Tesis número 176707, dictada por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo el tomo 

XXII, en noviembre del año 2005, página 111, bajo el rubro: 

Función Electoral a cargo de las Autoridades Electorales, 

Principios Rectores  de su Ejercicio, que a la letra establece: 

La fracción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece que en el ejercicio de la 
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función electoral a cargo de las autoridades electorales, serán 

principios rectores los de legalidad, imparcialidad, objetividad, 

certeza e independencia. Asimismo señala que las autoridades 

electorales deberán de gozar de autonomía en su funcionamiento 

e independencia en sus decisiones. La Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha estimado que en materia electoral el principio de 

legalidad significa la garantía formal para que los ciudadanos y las 

autoridades electorales actúen en estricto apego a las 

disposiciones consignadas en la ley, de tal manera que no se 

emitan o desplieguen conductas caprichosas o arbitrarias al 

margen del texto normativo; el de imparcialidad consiste en que 

en el ejercicio de sus funciones las autoridades electorales eviten 

irregularidades, desviaciones o la proclividad partidista; el de 

objetividad obliga a que las normas y mecanismos del proceso 

electoral estén diseñadas para evitar situaciones conflictivas 

sobre los actos previos a la jornada electoral, durante su 

desarrollo y en las etapas posteriores a la misma, y el de certeza 

consiste en dotar de facultades expresas a las autoridades locales 

de modo que todos los participantes en el proceso electoral 

conozcan previamente con claridad y seguridad las reglas a que 

su propia actuación y la de las autoridades electorales están 

sujetas. Por su parte, los conceptos de autonomía en el 

funcionamiento e independencia en las decisiones de las 

autoridades electorales implican una garantía constitucional a 

favor de los ciudadanos y de los propios partidos políticos, y se 

refiere a aquella situación institucional que permite a las 

autoridades electorales emitir sus decisiones con plena 

imparcialidad y en estricto apego a la normatividad aplicable al 

caso, sin tener que acatar o someterse a indicaciones, 

instrucciones, sugerencias o insinuaciones provenientes de 

superiores jerárquicos, de otros Poderes del Estado o de 

personas con las que guardan alguna relación de afinidad política, 

social o cultura 

Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

señaló que la imparcialidad se define ordinariamente por la 

ausencia de prejuicios o parcialidades, ya que lo que está en 

juego es la confianza que las Autoridades Electorales 

responsables de velar por los principios rectores que rigen 
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los Procesos Electorales deben inspirar a los ciudadanos en 

una sociedad democrática. 

Es por ello que este Órgano Jurisdiccional, arriba a la 

conclusión de que dicho agravio resulta infundado. 

2. No considerar a la paridad de género como criterio 

para la designación de consejeras y consejeros 

distritales. 

Este agravio deviene PARCIALMENTE FUNDADO, como a 

continuación se razona. 

El accionante aduce que la responsable omitió incluir la 

paridad de género en la Base Décima de la Convocatoria, 

como criterio a considerar para los nombramientos, la cual 

estipula textualmente: 

 

“(…) 
DÉCIMA. De la integración y aprobación de las propuestas 
definitivas. En la designación de Consejeras y Consejeros 
Distritales además de verificar el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad señalados en la base 3.2, se 
atenderá a los criterios orientadores siguientes: 
 

a. Pluralidad cultural de la entidad; 
b. Participación comunitaria o ciudadana; 
c. Prestigio público y profesional; 
d. Compromiso democrático; y 
e. Conocimiento de la materia electoral 
 

Asimismo, se asegurará hasta donde sea posible la 
participación igualitaria de mujeres y hombres como parte 
de una estrategia integral orientada a garantizar la igualdad 
sustantiva a través del establecimiento de las condiciones 
necesarias para proteger la igualdad de trato y 
oportunidades en el reconocimiento, goce, ejercicio y 
garantía de los derechos humanos, con el objeto de 
eliminar prácticas discriminatorias y disminuir las brechas 
de desigualdad entre mujeres y hombres en la vida política 
y pública del País. 
(…)” 
 

El actor señala que no se previó como criterio orientador a la 

“paridad de género”, en incumplimiento al artículo 22 del 

Reglamento de Elecciones, el cual dispone: 
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Artículo 22. 
 
1.Para la designación de los consejeros electorales 
distritales y municipales de los OLPLES, se tomarán en 
consideración como mínimo, los siguientes criterios 
orientadores: 
 

a) Paridad de género 
b) Pluralidad cultural de la entidad; 
c) Participación comunitaria o ciudadana; 
d) Prestigio público y profesional; 
e) Compromiso democrático; y 
f) Conocimiento de la materia electoral 

 
2. En la valoración de los criterios señalados, se estará a lo 
previsto en el artículo 9, numeral 3 de este Reglamento 
(…) 
 
Artículo 9, numeral 3, inciso a), que dice: 
 
Artículo 9. 
“(…) 
 
3. En la valoración de los criterios señalados en al artículo 
anterior, se entenderá lo siguiente: 
 

a)Respecto de la paridad de género, asegurar la participación 
igualitaria de mujeres y hombres como parte de una 
estrategia integral orientada a garantizar la igualdad 
sustantiva a través del establecimiento de las condiciones 
necesarias para proteger la igualdad de trato y oportunidades 
en el reconocimiento, goce, ejercicio y garantía de los 
derechos humanos, con el objeto de eliminar prácticas 
discriminatorias y disminuir las brechas de desigualdad entre 
mujeres y hombres en la vida política y pública del País. 
(…)” 

 

De lo anterior se puede advertir que, si bien la Autoridad 

Responsable incluyó en la Convocatoria el aseguramiento de 

la participación igualitaria de mujeres y hombres, hasta 

donde sea posible, como parte de una estrategia integral 

orientada a garantizar la igualdad sustantiva, lo cierto es que 

omitió colocar a la paridad en la lista de criterios 

orientadores. 

 

Lo anterior va más allá de una simple omisión formal, pues a 

lo largo de la historia, la participación de la mujer en la vida 

política del país se ha visto disminuida, a pesar de las arduas 

luchas por conseguir espacios de representación en los 

cargos públicos, siendo necesaria la instauración de 



 
RAP-MOR-003/2017 

19 
 

mecanismos tendentes a fomentar su participación política a 

través de la implementación de medidas jurídicas. 

 

Asimismo, para dar tratamiento privilegiado a ciertos grupos 

de la población, con el objetivo de superar las desigualdades 

existentes a pesar de la igualdad formal, surgiendo con ello 

el sistema de cuotas, que constituyen reglas según las 

cuales los puestos que han de ser ocupados, los mandatos 

en los órganos de representación o las posiciones en otros 

gremios se distribuyen según un criterio fijo entre 

determinados grupos (minorías étnicas o religiosas, mujeres) 

con lo cual se pretende asegurar su representación en la 

medida que se considera adecuada. 

 

Así, no garantizar una participación efectiva e igualitaria de 

ambos géneros en el momento de la designación e 

integración de los órganos desconcentrados del Instituto 

Electoral, iría en detrimento del marco constitucional y 

convencional, y de la eficacia de los principios de paridad, 

igualdad y no discriminación, los cuales deben regir para el 

ejercicio de todos los derechos fundamentales, entre ellos, 

los político-electorales, mismos que garantizan el acceso a 

las mujeres a los órganos de decisión en un mismo plano de 

oportunidad que los hombres, y que resultan esenciales en el 

fortalecimiento de la vida democrática de un país. 

 

Por tanto, la parte actora tiene razón cuando afirma que se 

vulneró lo estipulado por el artículo 22 del Reglamento de 

Elecciones, habida cuenta que el criterio de paridad no debe 

ser considerado como una cuestión caprichosa que debe ser 

aplicado en los textos normativos, sino por el contrario, 

implica romper paradigmas en los actos de la actividad 

democrática de nuestro país. 
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Es menester mencionar que aplicar el criterio de paridad de 

género, de ninguna manera significa obligar a mujeres a 

participar en el proceso de integración de consejos 

distritales; tampoco que la ausencia de mujeres aspirantes, 

por sí misma, tenga efectos de nulidad del procedimiento. 

 

La inclusión del criterio de paridad en la Convocatoria debe 

tener efectos sustanciales, en los que se estime que, de las 

mujeres que decidieron participar, sean consideradas 

igualitariamente por el Consejo General del Instituto, 

aplicando las acciones afirmativas que a su juicio sean 

necesarias. 

 

En ese tesitura, resulta procedente ordenar a la Autoridad 

Responsable, la inclusión de este criterio orientador de 

paridad de género en la Convocatoria para nombrar a las 

Consejeras y Consejeros Electorales de los Consejos 

Distritales, para el Proceso Electoral Local 2017-2018. 

 

CUARTO.- EFECTOS DE LA SENTENCIA. Dado lo 

PARCIALMENTE FUNDADO del segundo agravio, se 

modifica la Convocatoria en su Base Décima, aprobada 

mediante el Acuerdo CG/034/2017, en su parte impugnada, a 

fin de que sea incluido el criterio orientador en comento, para 

la designación de integrantes de los consejos distritales para 

el proceso electoral 2017-2018, en el estado de Hidalgo. 

 

Dicha modificación deberá realizarse dentro de los tres días 

hábiles siguientes a la notificación de la presente sentencia 

y, hecho lo cual, se instruye a la autoridad responsable a 

remitir las constancias que así lo acrediten dentro de las 

veinticuatro horas a que ello ocurra; apercibiéndole que en 

caso de no cumplir con lo ordenado, se le aplicará una de las 

medidas de apremio contempladas por el artículo 380 del 

Código Electoral. 
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Por lo anteriormente expuesto se: 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se modifica la Convocatoria en la Base Décima, 

aprobada mediante el Acuerdo CG/034/2017, en los términos 

señalados en el considerando cuarto de la presente 

resolución. 

SEGUNDO: Se ordena al Consejo General del Instituto 

Electoral realizar la modificación señalada dentro del plazo 

de tres días hábiles siguientes a la notificación de la presente 

sentencia. Hecho lo cual, deberá remitir a este Tribunal 

Electoral copia certificada de las constancias atinentes, 

dentro del plazo de veinticuatro horas. 

NOTIFÍQUESE personalmente a la parte actora; por oficio a 

la Autoridad Responsable, y por estrados a los demás 

interesados. 

Asimismo, hágase del conocimiento público, a través del 

portal web de este Tribunal. 

 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad las Magistradas 

y Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Estado 

de Hidalgo, Magistrado Presidente Manuel Alberto Cruz 

Martínez, Magistrada Mónica Patricia Mixtega Trejo, 

Magistrada María Luisa Oviedo Quezada, Magistrado Jesús 

Raciel García Ramírez y Magistrado Sergio Zúñiga 

Hernández, siendo ponente la segunda de los mencionados, 
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ante la Secretaria General Licenciada Jocelyn Martínez 

Ramírez, que Autoriza y da fe. DOY FE. 
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